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derecho a formular alegaciones. Dicha diligencia se
extenderá en el mismo momento en el que se adopte
la media cautelar, salvo que ello no sea posible por
causas no imputables a la Administración, en cuyo
caso se extenderá en cuanto desaparezcan las
causas que lo impiden, y se remitirá inmediatamente
copia al obligado tributario.

4. En el plazo improrrogable de cinco días, con-
tados desde el día siguiente al de la notificación de
la medida cautelar, el obligado tributario podrá formu-
lar alegaciones ante el Servicio de Inspección
Tributaria. El Consejero de Economía y Hacienda
deberá ratificar, modificar, o levantar la medida adop-
tada mediante acuerdo debidamente motivado en el
plazo de 15 días desde su adopción, que deberá
comunicarse al obligado.

El acuerdo a que se refiere el párrafo anterior no
podrá ser objeto de recurso, sin perjuicio de que se
pueda plantear la procedencia o improcedencia de la
adopción de las medidas cautelares en los recursos
que, en su caso puedan interponerse contra la
resolución que ponga fin al procedimiento de inspec-
ción.

5. Cuando las medidas cautelares adoptadas se
levanten se documentará esta circunstancia en dili-
gencia, que deberá comunicarse al obligado.

Artículo 22. Plazo de las actuaciones inspectoras
1. Las actuaciones del procedimiento de inspec-

ción deberán concluir en el plazo máximo de 12
meses contados desde la fecha de notificación al
obligado tributario del inicio del mismo. Se entenderá
que las actuaciones finalizan en la fecha en que se
notifique o se entienda notificado el acto administra-
tivo resultante de las mismas. A efectos de entender
cumplida la obligación de notificar y de computar el
plazo de resolución serán aplicables las reglas
contenidas en el apartado 2 del artículo 104 de la Ley
58/2003, General Tributaria.

No obstante, podrá ampliarse dicho plazo, por
otro periodo que no podrá exceder de 12 meses,
cuando concurra, en relación con cualquiera de las
obligaciones tributarias o periodos a los que se
extienda el procedimiento, alguna de las circunstan-
cias a que se refieren los apartados 1 y 4 del artículo
150 de la Ley 58/2003, General Tributaria. Dicho
acuerdo afectará a la totalidad de las obligaciones
tributarias y periodos a los que se extienda el
procedimiento.

2. A efectos de lo dispuesto en el artículo 150.1.a)
de la Ley 58/2003, General Tributaria, se entenderá
que las actuaciones revisten especial complejidad
en los supuestos previstos en el artículo 184.2 del
Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, por el que se

aprueba el Reglamento general de las actuaciones
y los procedimientos de gestión e inspección
tributaria y de desarrollo de las normas comunes
de los procedimientos de aplicación de los tribu-
tos.

3. A efectos de lo dispuesto en el artículo
150.1.b) de la Ley 58/2003, General Tributaria, se
entenderá que el obligado tributario ha ocultado a
la Administración tributaria alguna de las activida-
des empresariales o profesionales que realice,
cuando no haya presentado declaración respecto
a dichas actividades o estas sean distintas de las
declaradas por el obligado tributario en la corres-
pondiente declaración censal.

Se considerará actividad distinta de la declara-
da la prevista en un grupo de la tarifa del Impuesto
sobre Actividades Económicas diferente de aquel
en el que el obligado tributario se encuentre dado
de alta o la que se desarrolle en una unidad de local
no incluida en la correspondiente declaración cen-
sal, con independencia, en ambos casos, de que
el obligado tributario esté o no exento de dicho
impuesto.

También se considerará actividad distinta la
que hubiera dado lugar a la inscripción en un
código de actividad y de establecimiento en el
ámbito de los impuestos especiales diferente de
aquel en que se encuentre dado de alta el obligado
tributario.

4. Cuando el funcionario que esté desarrollando
las actuaciones estime que concurre alguna de las
circunstancias que justifican la ampliación del
plazo de duración del procedimiento de inspec-
ción, lo notificará al obligado tributario y le conce-
derá un plazo de 10 días, contados desde el día
siguiente al de la notificación, para que efectúe
alegaciones. Transcurrido dicho plazo dirigirá, en
su caso, la propuesta de ampliación, debidamente
motivada, al Director General de Hacienda-Inter-
vención junto con las alegaciones formuladas.

No podrá solicitarse la ampliación del plazo de
duración del procedimiento hasta que no hayan
transcurrido al menos seis meses desde su inicio.
A estos efectos no se deducirán del cómputo de
este plazo los periodos de interrupción justificada
y las dilaciones por causa no imputable a la
Administración.

5. La competencia para ampliar el plazo de
duración del procedimiento corresponderá al  Con-
sejero de Economía y Hacienda mediante acuerdo
motivado. El acuerdo de ampliación se notificará al
obligado tributario y no será susceptible de recur-
so, sin perjuicio de que se pueda plantear la


